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Resumen: El trabajo del Prof. Philippe Mar-
tin hace una revisión de las reformas ope-
radas en el sistema francés de protección 
Abstract: The paper of Prof. Philippe Mar-
tin is a review of the reforms introduced in 
the French social protection system up until 
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social hasta el año 2015. Para ello no sólo 
recoge y enumera las medidas adoptadas, 
sino que a partir de un desarrollo básico 
sobre el origen del sistema plantea las prin-
cipales líneas estratégicas de actuación, al 
establecer su trabajo en torno a materias 
centrales de estudio. En concreto, en tor-
no a la asistencia sanitaria, el papel de 
los seguros de enfermedad, el sistema de 
pensiones y el papel del desempleo como 
factor de clara incidencia en el sistema de 
protección social, sin olvidar la incidencia 
que sobre el conjunto del sistema tiene el 
modelo de financiación existente. Precisa-
mente al abordar los aspectos esenciales 
de las reformas se aprovecha para analizar 
la situación previa y los posibles retos de 
futuro en cada materia, dejando abierta la 
puerta a un más que interesante debate en 
torno a la naturaleza de las prestaciones, 
la vinculación financiera de las mismas y su 
relación con los niveles de empleo...etc. Sin 
olvidar que precisamente ese conjunto de 
exposiciones cuestiona el propio sentido y 
pervivencia de un modelo económico. 
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2015. It not only collects and lists the mea-
sures taken, but from a basic development 
of the origin of the system, it presents the 
main strategic lines of action, establishing 
core subjects of study. In particular, health 
care, the role of health insurance, the pen-
sion system and the role of unemployment 
as a factor with a clear impact on the so-
cial protection system, together with the 
impact that on the whole system has the 
existing funding model. Precisely when 
addressing key aspects of the reforms the 
previous situación is analyzed, togeth-
er with the possible future challenges in 
each subject, leaving the loor open for a 
very interesting debate on the nature of 
the benefits, its financial linking and their 
relationship with employment levels... etc. 
Without forgetting that particularly this set 
of matters question the very meaning and 
survival of an economic model. 
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El sistema nacional francés de seguridad social fue concebido y básicamente sigue 
siendo organizado sobre la base de seguros sociales (de maternidad y enfermedades, 
de accidentes del trabajo, de invalidez, vejez, muerte, de desempleo) financiados 
mediante cotizaciones sociales'. Se completa por las herramientas de la asistencia y 
de la acción social cuyo papel se desempeña principalmente a nivel local'. Así pues 
el sistema francés claramente pertenece al modelo bismarckiano, aunque se estima 
en la doctrina que los fundadores del mismo intentaron «perseguir los objetivos de 
1. Históricamente, los fundadores de la seguridad social francesa (Pierre Laroque, Ambroise Croizat y otros 
en el seno del Conseil National de la Résistance) quisieron que el sistema no dependiera del presupuesto del 
Estado y de los impuestos. Hoy en día, sin embargo, ha crecido la parte de los impuestos en la financiación de 
la seguridad social francesa. Alcanza el 30%, lo que significa que el sistema sigue siendo financiado por las 
cotizaciones sociales a nivel del 70%. 
2. La asistencia social es una materia de competencia local (départements); la ley de descentralización ha 
mantenido una competencia residual del Estado. Sin embargo, las condiciones para acceder a las prestaciones 
asistenciales y el nivel de las mismas son determinadas por una ley de aplicación general en el territorio nacional, 
ley codificada en el Code de l'Action sociale et des familles. 
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Beveridge (la universalidad) con los medios de Bismarck»3. Para los comparatistas, 
el sistema francés suele ser calificado de «modelo salarial» en lo que la protección 
está fundamentalmente organizada a partir de la relación laboral (la cobertura del 
trabajador y de su familia) y de la cotización social (compartida entre el empresario y 
el trabajador)4. Conceptualmente, la legislación de seguridad social sigue refiriéndose 
al riesgo social (art. L. 111-1 Código de la Seguridad Social), lo que confiere al sistema 
y a las prestaciones un carácter indemnizatorio: la función esencial de las prestaciones 
de seguridad social es garantizar o mantener los ingresos del trabajador «victima» de 
un riesgo social determinado por la ley. 
Sin embargo, el sistema francés se va evolucionando y se mueven las fronteras 
entre las clásicas categorías jurídicas que estructuran la protección social: lo universal 
y lo socio-profesional; lo contributivo y lo no contributivo; la compensación por pér-
didas de salario y la garantía de ingresos mínimos. En materia de atención sanitaria, 
la protección sigue siendo organizada principalmente mediante el seguro social de 
enfermad para los trabajadores'. Sin embargo, desde el año 1999, el sistema se ha 
hecho universal, lo que no significa que Francia, como España, haya sustituido un 
sistema nacional de salud al antiguo seguro de enfermedad de tipo bismarckiano: se 
ha añadido una cobertura universal residual, precisamente para los residentes que 
no se benefician de la protección del seguro social de enfermedad. Es decir que el 
sistema francés de atención sanitaria queda jurídicamente fragmentado. En materia 
de vejez, las reformas de las pensiones, en 2003, 2010 y en 2014, no han modifi-
cado sustancialmente la estructura de la protección. Para el legislador, se ha tratado 
de hacer el sistema viable a nivel financiero sin rechazar el modelo de la solidaridad 
intergeneracional basada sobre el mecanismo de reparto. Sin embargo, unos pien-
san que una reforma más profunda es necesaria. Hace falta hoy una reflexión global 
sobre el «riesgo de vejez» en la seguridad social moderna, que incluya el tema de la 
dependencia de las personas mayores. Con respecto al desempleo, el sistema francés 
queda estructurado por la dualidad entre sistema contributivo y no contributivo. Sin 
embargo, ambos sistemas han evolucionado desde el año 2001, con importantes 
reformas marcadas por el tema de la activación de los desempleados. 
Pese a estos cambios, de manera general, no se ve en Francia una ruptura fun-
damental en la manera de organizar la protección social. Lo que se observan son 
adaptaciones relativamente marginales y no «revolucionarias»: adaptaciones residua-
les en materia de salud; reformas «paramétricas» en materia de pensiones; algunas 
adaptaciones quizás más profundas en materia de desempleo, pero todavía poco 
estabilizadas. 
Sin embargo, el tema financiero, especialmente respecto a las pensiones por vejez 
y al sistema de atención sanitaria, se hace aún más presente con la actual crisis eco- 
3. B. PALIER, G. BONOLI, «Entre Bismarck et Beveridge. Crises de la sécurité sociale et politiques», Revue 
Franoise de Science Politique, 1995, vol. 45, p. 668-699. 
4. Lo que confiere a los interlocutores sociales una legitimidad para administrar las entidades de seguridad 
social. En este sentido, los seguros sociales son instituciones del mercado de trabajo. 
5. Los 3 principales regímenes de seguros sociales de enfermedad en Francia son: el régimen para los asa-
lariados; el régimen de la agricultura; el régimen para los trabajadores independientes. 
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nómica. Se ha acumulado en Francia una «deuda social» bastante importante desde 
los años 2000, es decir una deuda de las instituciones de la seguridad social con el 
Estado. Antes de la crisis, se podía pensar que era posible reducir progresivamente 
dicha deuda'. El problema hoy es la degradación general de las finanzas públicas. 
La deuda pública francesa alcanza el 95% del PIB en 2015. El modelo francés de 
protección social se encuentra en una situación difícil, pero el análisis puede ser 
bastante ambivalente: por un lado, se puede estimar que el sistema socio laboral 
en su conjunto (protección del empleo y en caso de desempleo, flexibilidad interna 
para las empresas, fuerte papel redistributivo de las prestaciones familiares, etc.) ha 
contribuido a amortiguar los efectos de la crisis; por otro lado, el relativo alto nivel 
de paro (el 10%) y el tema demográfico —el envejecimiento de la población— ponen 
de relieve las debilidades de un sistema financiado por las cotizaciones sociales y en 
base al reparto. En este contexto, se buscan hoy soluciones en la fiscalización de la 
seguridad social. Se nota sin embargo una forma de política de espera frente a la 
modernización de la protección social. 
1. EL SISTEMA DE ATENCIÓN SANITARIA: LÍMITES Y DIFICULTADES DEL SE-
GURO SOCIAL DE ENFERMEDAD 
Para una comprensión de los retos actuales del sistema francés de atención sani-
taria, conviene describir sumariamente las características generales. 
1.1. CARACTERÍSTICAS GENERALES DEL SISTEMA SANITARIO 
a. Beneficiarios 
El sistema no es verdaderamente universal. El seguro de enfermedad del régimen 
general' cubre a los trabajadores por cuenta ajena y a los miembros de la familia del 
trabajador, lo que representa el 80% de la población. Así pues, son derechos directos 
para el trabajador afiliado' y derechos indirectos para los miembros de la familia de-
pendiente del afiliado'. El sistema cubre también a los desempleados indemnizados 
por el sistema de protección por desempleo y a los jubilados. 
6. Existe un mecanismo, una institución (la CADES), para amortiguar las deudas del régimen general de 
la seguridad social (régimen de los trabajadores asalariados). En 2009, el nivel de la deuda social era de 156 
mil millones de euros (el 8,2% del PIB); a finales de 2014, la deuda social «cumulada» alcanzaba los 236 mil 
millones (el 11% del PIB). 
7. Los 3 principales regímenes de cobertura de los riesgos de enfermedades y maternidad son: el régimen 
de los asalariados (o «régimen general»), el régimen de la agricultura, el régimen para los independientes. 
8. Para tener derecho (durante un año) al pago por la seguridad social de los gastos médicos, el trabajador 
afiliado ha de justificar haber trabajado unas 60 horas durante un mes, o 120 horas durante 3 meses, o 400 
horas durante 12 meses. 
9. Tienen «derechos indirectos»: la esposa/el esposo del trabajador/de la trabajadora; la persona que vive con 
el trabajador afiliado (concubina o concubino o la persona de mismo sexo con quien se ha celebrado un con-
trato civil de tipo PACS); los hijos de menos de 21 años dependientes del trabajador; la persona que vive con el 
trabajador y que está totalmente dependiente del mismo desde por lo menos 12 meses; otros miembros de la 
familia del trabajador afiliado (padres, colaterales) bajo determinadas condiciones (vivir con el afiliado y cuidar 
por lo menos a 2 hijos dependientes del mismo). 
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b. Financiación 
El seguro sigue siendo principalmente financiado por las cotizaciones sociales 
(el 48%), aunque aumenta la parte de los impuestos —la fiscalización del sistema—
desde unos 20 años. La CSG («contribución social generalizada»), impuesto afec-
tado a la financiación de la seguridad social y creada en 1990, representa hoy el 
36% de los ingresos del seguro de enfermedad. El resto proviene de otros ingresos 
tributarios. 
Las cotizaciones en el Régimen General para el seguro de enfermedades y ma-
ternidad: 
— Empresario: 13,10% (totalidad del salario). 
— Trabajador: 0,75 % (totalidad del salario). 
c. Administración 
El sistema de seguridad social instituido en 1945 aplica el principio de la «de-
mocracia social», lo que significa que los propios beneficiarios tienen derecho a ad-
ministrarlo. En efecto, los fundadores de la seguridad social francesa rechazaron 
claramente el concepto de un sistema estatal. En realidad, se concretizó una forma de 
corporatismo, en lo que la gestión de las entidades nacionales y locales de seguridad 
social (de los distintos seguros sociales) fue concedida a los interlocutores sociales10 . 
Se trata en Francia de «gestión paritaria», aunque en el sistema inicial como en el 
actual, la representación no fuera igualitaria (3/5 de los asientos para los sindicatos; 
2/5 para las organizaciones empresariales)il. 
d. Naturaleza y función del sistema 
Aunque bastante desarrollado, el sistema francés de salud no está organizado 
como en el Reino Unido o como en España bajo la forma de un sistema público de 
acceso universal y gratuito para los residentes. El sistema francés no es orgánica-
mente público —aunque se pueda acudir al hospital público en caso de urgencias o 
para unas consultas especializadas o para cirugía— ni totalmente gratuito. El acceso 
usual al sistema de salud se realiza por la consulta de un médico de ejercicio privado 
(principio de la medicina liberal)12 pagado por el paciente a quien se le reembolsa la 
seguridad social. Pues la función esencial del seguro de enfermedad es el reembolso 
de los gastos sanitarios (consultas, medicamentos, etc.). Sin embargo, el reembolso es 
10. Los sindicatos más representativos y las organizaciones empresariales designan a unos representantes en 
las entidades que administran los seguros sociales instituidos por la ley. 
11. La representación igualitaria fue instituida por una reforma en 1967. Sin embargo, una ley de 1982 
reinstituye el principio de una mayoría de asientos para los representantes de los sindicatos de trabajadores. 
12. El sistema francés de atención sanitaria está basado en el principio de libre elección del médico por el 
paciente. Por razones históricas, se ha mantenido en 1945 el sistema de ejercicio privado o liberal de la medi-
cina. Es decir que los médicos de cabecera no son agentes públicos y los pacientes que acuden a ellos pagan 
la consulta y los medicamentos. 
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parcial (concepto de «ticket moderador» o de copago)13, lo que abre un espacio para 
seguros privados complementarios. En Francia, este espacio está muy desarrollado. 
Se ofrecen muchos planes individuales o colectivos, en principio con adhesión volun-
taria, suministrados por entidades habilitadas (compañías de seguros, mutualidades 
o instituciones paritarias de previsión social) y hoy en día, el 93% de la población 
se beneficia de una cobertura complementaria para la salud. Además, se nota una 
voluntad política de realizar totalmente el derecho a una cobertura complementaria. 
Así, la ley del 14 de junio de 2013 de «asegurización del empleo» impone que a partir 
del 01/01/2016, todas las empresas contraten un seguro colectivo que garantice une 
cobertura complementaria a sus empleados en materia de atención sanitaria. 
1.2. LOS RETOS DEL SISTEMA 
Tratándose de los límites del sistema francés y de los retos planteados, dos ele-
mentos se destacan. Primero, el tema de la universalización del acceso a la atención 
sanitaria, en lo que, a pesar de los esfuerzos para generalizar la cobertura, el sistema 
no ha consagrado un derecho a la salud como derecho de ciudadanía. Segundo, el 
tema del déficit del seguro de enfermedad que debe analizarse como un déficit es-
tructural, hoy agravado por la crisis económica. 
a. El tema de la universalización del acceso a la atención sanitaria 
Según la Constitución francesa (preámbulo de 1946), la Nación «garantiza para 
todos, especialmente para los críos, las madres y los ancianos, la protección de la salud 
(...)». Pues se reconoce un «derecho a la salud» que se concretiza, por un lado, por el 
tradicional derecho a la asistencia sanitaria (aide médicale) jurídicamente organizada 
mediante los sistemas locales —hoy unificados— de asistencia social para los indigentes 
y, por otro lado, por el acceso a la atención sanitaria basado en la afiliación de los 
trabajadores al seguro social de enfermedad que forma parte del sistema de seguridad 
social en vigor desde 1945. 
El sistema concebido en 1945 suponía la integración de todos en la «sociedad 
salarial» basada en el pleno empleo —por lo menos masculino— y en el núcleo fa-
miliar (la convivencia) como condiciones efectivas de los derechos a la seguridad 
social. Desde esta perspectiva, hay que observar que el programa de cobertura de 
la seguridad social nunca alcanzó la cobertura total de la población. A pesar de los 
esfuerzos legislativos para generalizar el ámbito del seguro social de enfermedad por 
extensiones de las categorías beneficiarias, se ha quedado una «población intersticial» 
fuera de la cobertura de la seguridad social14 . Además, durante los años 90 del siglo 
pasado, incrementó constantemente la población de los excluidos: desempleados de 
13. El seguro social de enfermedad reembolsa el 70% de la consulta médica, el 70% en caso de atención 
dental, el 80% en caso de cirugía, el 100% en caso de embarazo y parto. Se reembolsan los medicamentos 
según una clasificación de los mismos entre el 15% y el 65%. 
14. Aunque la legislación ha extendido los criterios para beneficiarse de derechos indirectos como miembros 
de la familia o persona dependiente del afiliado, la evolución de la sociedad y el incremento de las situaciones 
de aislamiento social tuvieron consecuencias en términos de exclusión de la cobertura sanitaria por la seguridad 
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larga duración, desafiliados, personas aisladas, etc., es decir categorías sociales sin 
derechos a las prestaciones del seguro social de enfermedad. Se hizo claro que dichas 
personas, aunque fuesen teóricamente beneficiarias de los programas de asistencia 
social, no gozaban en la práctica de un acceso correcto a la salud y sufrían carencias 
(especialmente en materia de atención dental). Se planteó el problema de igualdad 
en el acceso a la atención sanitaria15 . 
Frente a este problema, el legislador intervino primero con la ley del 29/07/1998 
de lucha contra las exclusiones que consagra el derecho a la salud como derecho fun-
damental de la persona. Luego, fue adoptada la ley del 27/07/1999 sobre «cobertura 
universal para la salud ». El objetivo de dicha ley es otorgar una cobertura a todos 
los residentes regulares en Francia. Sin embargo, el mecanismo queda residual en lo 
que no se sustituye al criterio usual de la seguridad social del modelo bismarckiano: 
la cobertura basada en el empleo. Es decir que la cobertura «normal» sigue siendo la 
del seguro social de enfermedad cuyos beneficiarios son los trabajadores. Solo los que 
no pueden beneficiarse de dicha cobertura tienen derecho a la cobertura «universal». 
Precisamente, la ley sobre cobertura universal para la salud implementa dos dis-
positivos: 
- 
La cobertura universal «básica» con finalidad la extensión de la Seguridad 
social a los que nos se benefician de ningún seguro (2,3 millones de personas), 
con financiación estatal y una cuota del 8% de los ingresos del beneficiario. 
- 
La cobertura universal complementaria para las personas sin cobertura y con 
ingresos de bajo nivel (4,3 millones de personas)16, gratuita para los bene-
ficiarios y financiada por una contribución estatal y una contribución de las 
entidades de seguros complementarios. 
Sin embargo, la dinámica francesa de universalización sufre limitaciones. Los dis-
positivos de cobertura universal (básica y complementaria) han sido concebidos para 
desempeñar un papel residual, pero el número de beneficiaros está creciendo, sobre 
todo con la crisis'''. Esta tendencia podría debilitar el paradigma de la solidaridad pro-
fesional en que está basado el seguro de enfermedades o, por lo menos, introducir 
una segmentación en la cobertura de la población. En efecto, la finalidad de la ley, 
que es garantizar a todos el pleno acceso a la salud, no se combina bien con el tra- 
social. En teoría, las personas no cubiertas por la seguridad social como trabajadores o como beneficiario indirecto 
podían afiliarse de manera voluntaria, pero muy pocas personas lo hicieron en la práctica. 
15. La mayor desigualdad provenía de la falta de cobertura complementaria: en el año 2000, el 20% de la 
población no gozaba de la cobertura de un seguro privado para completar la cobertura del sistema de la segu-
ridad social, y los seguros privados estaban muy vinculados con la situación de los individuos en el mercado de 
trabajo (el 50% de los contratos eran contratos colectivos celebrados a nivel de la empresa). Por consecuente, el 
38% de los desempleados, el 28% de los obreros poco cualificados y el 23% de los jubilados no tenían seguro 
sanitario complementario. 
16. En 2015, se benefician de la cobertura complementaria gratuita los individuos cuya renta se sitúa a nivel 
máximo de 8 644 euros al año (persona sola). 
17. Esto se verifica sobre todo para los beneficiarios de la cobertura universal complementaria; los datos 
relativos a los beneficiarios de la cobertura universal «de base» muestran, al contrario, una baja de un 2% entre 
diciembre de 2010 y diciembre de 2011. 
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dicional sistema de la medicina de ejercicio liberal. En la práctica, se observa hoy que 
una parte creciente de médicos rechazan a los beneficiarios de la cobertura universal 
porque les consideran como «clientes malos»18. Además, crece la tendencia a cobrar 
honorarios superiores al precio de consulta determinado por la Seguridad social19, lo 
que constituye una dificultad para las personas de escasos recursos (especialmente los 
jubilados) que renuncian a la atención sanitaria o a determinados tipos de atención 
(oftalmología) porque los médicos especialistas aplican honorarios que superan los 
recursos de esta categoría de pacientes. 
b. El déficit estructural del seguro de enfermedad y las herramientas de control 
de los gastos 
El tema de la «crisis de la seguridad social», es decir principalmente del sistema 
de salud, aparece al final de los años 197020. Según los expertos, se trata de un défi-
cit esencialmente estructural, agravado por la presente crisis económica21 . Proviene, 
por un lado, del aumento constante de la demanda de atención sanitaria y, por otro 
lado, por la dificultad a controlar la oferta en la medida en que esta es principalmente 
de naturaleza «mercantil». Hay que tener en cuenta que el seguro de enfermedad 
financia el 75% de los gastos sanitarios (que incluyen los gastos de la atención sani-
taria en los hospitales públicos y privados)", lo que significa que el sistema depende 
esencialmente de la población activa y de las cotizaciones, por supuesto en baja con 
la situación económica actual y el nivel de paro. 
Las cuentas del seguro de enfermedad no han sido excedentarias desde el año 
1988. En realidad, la crisis más fuerte y el déficit más alto tuvieron lugar en 2003-
2004. Se trata de un «déficit histórico» del seguro de enfermedad: 11,1 mil millones 
de euros en 2003 y 11,6 mil millones en 2004. La razón era el aumento no controlado 
de los gastos de salud (2 puntos más que el crecimiento de la riqueza nacional). 
Sin embargo, desde 1996, existen herramientas de control de los gastos sanitarios: 
L> Con la reforma constitucional (1996), creación de una nueva categoría de 
herramienta legislativa: las leyes de presupuestos de la Seguridad social (LPSS). 
1=> Las LPSS han de determinar las condiciones generales para el equilibrio fi-
nanciero de la Seguridad social y tienen que fijar los objetivos de gastos en 
relación con los ingresos estimados (ONDAM). 
18. Cf. J.-F. CHADELAT, Le refus de soins aux bénéficiaires de la CMU, Rapport pour le Ministére de la Santé 
et des Solidarités, décembre 2006. 
19. El seguro de enfermedad reembolsa las consultas sobre la base de una tarificación negociada colectivamente: 
una categoría de médicos, por efecto de convenios celebrados entre la seguridad social y las organizaciones 
profesionales de médicos, aplica un precio determinado (23 euros para una consulta básica); otra categoría 
puede aplicar una tarificación libre. 
20. B. PALIER, Gouvemer la sécurité sociale, PUF, Paris 2002, p. 172. 
21. L'Assurance Maladie face á la crise, Rapport du Haut Conseil pour l'Avenir de l'Assurance Maladie, no-
vembre 2010. 
22. Los gastos hospitalarios representan el 50% de los gastos sanitarios totales. El seguro de enfermedad 
financia el 90% de la atención sanitaria suministrada por los hospitales y el 65% de los gastos de consultas 
médicas y compra de medicamentos. 
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Los «Objetivos Nacionales de Gastos del Seguro Social de Enfermedad» (ON-
DAM) son: 
- Los gastos de consultas médicas privadas y prescripciones de medicamen-
tos. 
- Los gastos para los centros de salud (hospitales públicos y privados). 
- Los gastos para los centros medico-sociales creados y administrados por 
las Cajas de seguros sociales. 
- La contribución a los gastos de los centros para minusválidos. 
- Otros gastos. 
Otras herramientas que completan los «ONDAM» 
Z> Acuerdos a nivel nacional entre el Estado y la UNCAM" para una gestión 
plurianual de los objetivos. 
1=> Creación de uniones regionales (URCAM) para coordinar las políticas de ges-
tión del riesgo sanitario. 
1-> Institución a nivel regional (1996/2004) de partenariados entre el Estado y la 
Seguridad social para gestionar la atención sanitaria en los hospitales (Agen-
cias Regionales de la Salud). Desde 1996, los recursos financieros de los hos-
pitales se negocian con dichas Agencias. 
Además, la reforma de 2004 (Ley del 13 de Agosto de 2004) introduce el con-
cepto de coordinación del acceso a la atención sanitaria. En principio, por efecto 
de la libertad de elección del médico, el paciente puede consultar cualquier médico 
tantas veces como quiera. Esto no afecta el derecho al reembolso. Sin embargo, 
la reforma limita esta libertad introduciendo la noción de «trayectoria de atencio-
nes sanitarias coordinadas». Cada asegurado tiene que designar a su médico de 
cabecera. El mismo tiene que coordinar las atenciones sanitarias (por ejemplo, el 
paciente no puede consultar directamente a un especialista; tiene que consultar a su 
médico de cabecera quien decide si una consulta en la oficina de un especialista es 
necesaria o no). Son previstas sanciones en caso de no respeto a la coordinación'''. 
Además, desde 2005, el paciente tiene que pagar una participación fija para cada 
consulta (1 euro) que no se le reembolsa; desde 2008, tiene también que pagar 
una participación fija (50 cents) para cada lata de medicamentos comprada y para 
los transportes sanitarios (2 euros). Esta participación individual «extra» no puede 
superar 50 euros por año. 
La política conducida en 2005 tuvo efectos positivos y en 2006-2008, se había 
drásticamente reducido el déficit del seguro de enfermedad que se situaba a nivel 
de 4,4 mil millones de euros. Durante el periodo, se mejoró el control de los gastos 
23. La UNCAM es la Unión Nacional de las Entidades (Cajas) de Seguros de Enfermedades. 
24. El nivel de reembolso por el seguro de enfermedad cae del 70% al 30% si el paciente consulta a un 
médico no indicado por su médico de cabecera. 
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sanitarios reembolsados y además se añadieron nuevos ingresos votados en la Ley de 
presupuestos de la Seguridad social. 
Con la crisis, el déficit del seguro de enfermedad fue de 10,6 mil millones de euros 
en 2009 y de 11,5 mil millones en 2010, pues casi a nivel del año 2004. Se nota sin 
embargo una diferencia con la situación de 2003-2004. En este periodo, en efecto, 
las cuentas de las ramas «familia» y «pensiones por vejez» estaban casi equilibradas. 
El agujero financiero del conjunto de la Seguridad social francesa era esencialmente 
causado por la situación del seguro de enfermedad. Hoy, la situación es diferente y 
la parte del déficit del seguro de enfermedad dentro del déficit total de la seguridad 
social" es mucho menos importante que en 2003-2004. 
Sin embargo, el seguro de enfermedad se encuentra en una situación difícil, pero 
los políticos y los expertos no la dramatizan en la medida en que el déficit del año 
2011 fue menos importante que previsto: 8,6 mil millones de euros. En 2014 el déficit 
alcanza los 7,3 mil millones. 
Se suele pensar que el uso correcto de las herramientas de control de los gastos 
puede conducir a volver a una situación financiera bastante correcta, lo que deniegan 
unos, como el MEDEF (la organización patronal más importante), que exigen una 
reforma más radical del sistema de salud". 
2. PENSIONES Y ENVEJECIMIENTO DE LA POBLACIÓN: RETOS Y REFORMAS 
El tema del envejecimiento de la sociedad y de la viabilidad del sistema de pensio-
nes es un tema común para los países industrializados. Sin embargo, tanto respecto a 
los datos demográficos, como a la estructura de las pensiones, la situación francesa 
muestra algunas peculiaridades. Además, la dimensión política desempeña un papel 
muy importante en materia de jubilación y de pensiones. Durante años (desde los años 
1970), los varios gobiernos franceses usaron de los dispositivos jurídicos en materia de 
jubilación como herramientas de las políticas de empleo: uso masivo de prejubilaciones 
con financiación pública"; edad legal de jubilación establecida a los 60 años". La idea 
era de fomentar una salida relativamente temprana de los «seniors» del mercado de 
trabajo, para desarrollar el empleo de los más jóvenes. Esto no funcionó en la realidad, 
sino que hubo por consecuencia la edificación de une cultura de salida precoz del 
empleo en Francia". La jubilación a los 60 años constituye un símbolo muy fuerte, 
25. El déficit de la seguridad social era de 18,2 mil millones en 2011. Las previsiones para el año 2012, quizás 
demasiadas optimistas eran de 13,9 mil millones de euros. 
26. Sin embargo, las propuestas del MEDEF no consisten en una transformación total del sistema, sino en 
reducciones drásticas de los gastos pagados por el seguro de enfermedad, lo que implica un reporte sobre los 
seguros complementarios privados. 
27. Los dispositivos de prejubilación del Fondo Nacional del Empleo, para los trabajadores de 57 años afec-
tados por un plan de despidos colectivos. 
28. Por efecto de una Ordenanza del 26 de marzo de 1982 que dio la posibilidad a los trabajadores que jus-
tifican haber cumplido un determinado periodo cotizado (150 trimestres en la legislación de 1982) de jubilarse 
a los 60 años con la pensión completa (por aplicación del coeficiente máximo). 
29. V. A.-M. Guillemard, Les défis du vieillissement. Age, emploi, retraite, perspectives intemationales, Armand 
Colin, coll. «U Sociologie», 2010, 358 p. 
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una norma social. En este contexto, las reformas se concentraron sobre los parámetros 
de cálculo de las pensiones, más bien que en la naturaleza profunda del sistema. Sin 
embargo, para el futuro, unos retos se ponen de manifiesto, especialmente el tema 
de la dependencia de las personas mayores. 
2.1. ALGUNOS DATOS SOBRE EL ENVEJECIMIENTO, LA JUBILACIÓN, LA ESTRUCTURA 
Y EL PESO DE LAS PENSIONES EN LA ECONOMÍA FRANCESA 
En 2005, el 20% de la población francesa tenía más de 60 años. Según las 
proyecciones, en 2050, podría ser el 33%. El índice de fecundidad en Francia sigue 
siendo bastante alto (2,1 hijo por mujer), relativamente a la tasa media europea (1,5) 
y debería caer a un nivel de 1,9 durante el periodo considerado (hasta 2050). El ratio 
activos/inactivos de más de 60 años es de 2 por 1 actualmente y debería ser de 1,5 
por 1 en 2040. Estos datos demográficos indican claramente los retos que ha de 
enfrentar el sistema de pensiones basado en el mecanismo de reparto. 
Desde años, por efecto de las políticas mencionadas, la edad efectiva de jubilación 
en Francia ha sido bastante baja: era de 59 años en 2007. Sin embargo, se observa 
hoy una tendencia creciente sin duda causada por la importante reforma de 2003: 
la edad efectiva de jubilación ha pasado a 62 años en 2013. Pese a estos cambios 
recientes, la tasa de empleo de los «seniors» (los 55-64 años) en Francia queda muy 
baja: el 44,5% (Europa = 48,9% en 2012). 
Es decir que el esfuerzo de financiación del sistema de reparto está soportado por 
una parte estrecha de la población activa (básicamente los 30-55 años)30. Al mismo 
tiempo, el porcentaje del PIB dedicado a las pensiones se sitúa a nivel bastante alto 
(13,3% en 2009), con perspectivas de aumento (14,6% en 2050), lo que significa 
una carga aún más importante para los activos31 . 
A finales del año 2010, la situación financiera del régimen general de las pensiones 
(el sistema de pensiones para los trabajadores por cuenta ajena) no era muy buena: 
un déficit de unos 10 mil millones de euros. El mismo régimen general de las pensio-
nes presentó un déficit de 6 mil millones de euros en 2013. Pues está mejorando la 
situación financiera si se la compara con los años anteriores (2008-2012). Sin embar-
go, de manera general, los gastos en pensiones crecen de manera significativa más 
rápidamente que la economía francesa: nunca menos del 4,2% cada año desde 2001. 
Respecto a la estructura del sistema francés de pensiones para los trabajadores 
por cuenta ajena, está esencialmente basado en un primer pilar con dos niveles 
financiados por reparto32 . En efecto, los planes privados y capitalizados colectivos 
(secundo pilar) o individuales (tercer pilar) todavía desempeñan un papel menor. Los 
30. Sobre el tema de la segmentación de la mercado de trabajo francés y de la gestión del mismo por las 
edades, v. A-M Guiilemard, op. cit. 
31. El porcentaje medio en la UE es el 13,1%. 
32. El primer pilar está constituido por el «régimen general de la seguridad social» (pensión por vejez) y por 
unos regímenes complementarios interprofesionales («AGIRC» y «ARRCO») creados por acuerdos colectivos 
nacionales y administrados por los interlocutores sociales. Desde una ley de 1972, es obligatoria la afiliación de 
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planes colectivos voluntarios y los fondos de pensiones de empresas representan una 
parte muy pequeña dentro de la cuantía total de las pensiones pagadas, aunque la 
proporción este creciendo desde 2009 con el relativo éxito del Plan de Ahorro Colec-
tivo Para la Jubilación (llamado «PERCO») creado por la reforma de 2003: el 2,5% en 
2008, cuando representa el 25% en Alemania y el 50% en el Reino-Unido. En cuanto 
al «tercer pilar», la verdad es que los seguros de vida son muy populares (25% de los 
hogares franceses), pero los planes individuales facultativos especialmente dedicados 
a la jubilación (el «PERP» también creado por la reforma de 2003) se mantienen a 
bajo nivel. 
2.2. LAS REFORMAS PASADAS 
El sistema francés de pensiones por vejez ha sido reformado en 1993 (Ley 93-936 
del 22 de Julio), en 2003 (Ley 2003-775 del 21 de Agosto) y en 2010 (Ley 2010-1330 
del 9 de Noviembre). La «filosofía» de aquellas consiste globalmente en obligar al 
trabajador a mantenerse durante un tiempo más largo en el empleo33. Si no lo hace 
—o si no lo puede— su pensión se encuentra amputada. Pues, son reformas que, 
primero, rechazan la opción de un aumento de las cotizaciones (especialmente de 
las patronales) para financiar el sistema y que, además, enfatizan la responsabilidad 
individual del trabajador en materia de derecho a pensión. El problema, en concreto, 
yace en las capacidades efectivas, para los trabajadores de edad madura, de man-
tenerse en el mercado de trabajo que sigue siendo poco abierto para esta categoría 
social. Es porque la perspectiva general para las pensiones es una disminución del 
nivel de las mismas. 
Las grandes líneas de estas reformas son: 
- El alargamiento del periodo de cotización para beneficiarse de una pensión 
«plena» (calculada con el coeficiente máximo). Con la reforma de 1993, se 
pasó de un periodo de 150 trimestres cotizados a un periodo de 160 tri-
mestres; por efecto de las reformas de 2003 y de 2010, se exigen hoy 166 
trimestres cotizados, es decir 41,5 años (para las personas nacidas en 1955). 
- Una «penalización» financiera del uso de los dispositivos de prejubilación en 
las empresas. 
- Una minoración de la pensión: se aplica un coeficiente minorado a los tra-
bajadores que no justifican haber cotizado durante 166 trimestres y que se 
jubilan antes de cumplir 65 años (67 con la reforma de 2010)34. 
cada trabajador por cuenta ajena a un régimen complementario incorporado a la AGIRC o a la ARRCO que son 
federaciones de sistemas profesionales de pensiones derivados de planes colectivos financiados por reparto. 
33. Una consecuencia de la reforma de las pensiones fue el cambio de la legislación laboral respecto ala 
jubilación forzosa: desde el 1 de Enero de 2010, el empresario no puede terminar el contrato de trabajo mediante 
la técnica de la «jubilación forzosa» antes que el trabajador haya cumplido los 70 años. 
34. Antes de la reforma de 2010, los trabajadores podían jubilarse a los 60 años y tener derecho a la pensión 
con coeficiente máximo cuando justifican haber cotizado la totalidad del periodo exigido por la ley; por los que 
no han cotizado suficientemente, se otorgaba el derecho a la pensión con coeficiente máximo a los 65 años. 
La reforma de 2010, ha elevado los requisitos de edad: 62 años y 67. 
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- Un sistema de «ahorro para la jubilación»" bastante falaz que acompaña 
el decrecimiento programado del nivel de las pensiones del primer pilar sin 
conferir ninguna garantía a los trabajadores que, de todo modo, tendrán que 
mantenerse en el mercado de trabajo. Sin embargo, se puede observar que 
la crisis financiera ha neutralizado la voluntad de introducir y desarrollar más 
allá los sistemas de pensiones capitalizados. El gobierno Fillon, con la reforma 
de 2010, insistió sobre la idea de «salvaguardar el sistema de reparto». 
- La elevación de la edad legal de jubilación. La reforma de 2010 en vigor 
desde el 01/07/2011 aumenta progresivamente la edad legal de 4 meses por 
generación: de 60 años hasta 62 años (en 2018). En el contexto de la crisis 
económica, un decreto del 31/12/2011 reduce la progresividad y acelera el 
calendario (se exige cumplir los 62 años en 2017) 
2.3. CAMBIO POLÍTICO Y CONTINUIDAD EN LA LÍNEA DE LA REFORMA 
Con el cambio político de Mayo de 2012 y la victoria de los socialistas, se podía 
pensar que pudiera ocurrir una «contra reforma» en materia de pensiones. Entre las 
promesas de la campaña presidencial de Fratnois Hollande, figuraba la vuelta a la 
jubilación a los 60 años. Sin embargo, el decreto del 3 de Julio de 2012, en vigor a 
partir del 1 de Noviembre de 2012 no consagra esta promesa general. Se aplica sola-
mente a los trabajadores que empezaron a aportar a los 18 o 19 años y que justifican 
haber cotizado 41,5 años/166 trimestres. Esta condición afecta a los nacidos en 1955. 
Entonces, no se trata de una contra reforma, sino de una consagración del derecho 
a la jubilación a los 60 años en los casos de «carreras largas». 
Durante el año 2013, el gobierno socialista propuso una nueva reforma de las 
pensiones, con finalidad garantizar el equilibrio financiero del sistema de reparto cuyo 
déficit se estimaba a nivel de 20 mil millones de euros en 2020. Dicha reforma no 
rompe con la línea general de las reformas anteriores. La ley fue adoptada en enero 
de 2014 (ley del 20 de enero de 2014 garantizando el futuro y la justicia en el sistema 
de pensiones). Los ejes principales de la reforma son: 
- Una alza de las cotizaciones (por decretos) 
- El alargamiento del periodo de cotización exigido para las generaciones na-
cidas a partir de 1958 (se exigen 172 trimestres/43 años para las personas 
nacidas a partir de 1973); 
La reforma abarca también el tema de la «penosidad» del trabajo (los trabajos pe-
nosos). Este problema está planteado desde unos años en Francia. Se trata de saber si se 
puede tener en cuenta las condiciones (duras) de trabajo como condición para jubilarse 
más temprano. En efecto, se sabe que la esperanza de vida de los obreros industriales 
es más corta que la de los ejecutivos. A los 35 años, un ejecutivo de alta dirección 
35. El Plan de Ahorro Colectivo Para la Jubilación (llamado «PERCO») y el Plan de Ahorro Popular (individual) 
para la jubilación (PERP) creados por la reforma de 2003, que son formas que se añaden a los planes y fondos 
de pensiones más clásicos y que gozan de incentivos fiscales. 
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tiene una esperanza de vida de 47,2 años; la de un obrero es de 40,9. Por efecto de 
la reforma de 2003, los interlocutores sociales tenían que abrir una negociación inter-
profesional sobre el tema, con finalidad la compensación de las diferencias respecto 
a la esperanza de vida de las distintas categorías socio-profesionales. El dialogo social 
empezó en 2005 y se acabó en 2008 sin resultados. El tema fue planteado de nuevo 
con la reforma de las pensiones de 2010. La ley del 9 de noviembre de 2010) reconoce 
parcialmente la «penosidad», con la institución de una ficha individual de prevención 
a la exposición a los factores de «penosidad» (trabajo de noche, trabajos repetitivos, 
en equipos sucesivos,...) y una obligación de negociar en las empresas de más de 50 
trabajadores. Había reconocido el derecho a una jubilación anticipada a los 60 años en 
caso de incapacidad superiora al 20% vinculada con los factores de trabajo penoso. 
La ley de 2014 reforma este sistema. Instituye una «cuenta personal de preven-
ción». Sin embargo, se sitúa en una lógica de compensación del riesgo: se cumulan 
«puntos de penosidad» que abren derechos: 
— a una formación para cambiar de empleo; 
— a beneficiarse de un tiempo parcial sin pérdida de salario 
— a jubilarse antes de la edad legal, a partir de los 55 años 
2.4. LOS RETOS PARA EL FUTURO 
Con el envejecimiento de la población, se plantea también el tema de la depen-
dencia de las personas mayores. Actualmente, el nivel medio de las pensiones en 
Francia es de 1.200 euros brutos al mes (pensiones de la Seguridad social y regímenes 
complementarios). Las personas mayores (de 60 años y más) valoradas como depen-
dientes pueden beneficiarse de un subsidio llamado APA36, cuya cuantía media es de 
unos 500 euros mensuales. Esto puede resultar suficiente para las personas que se 
mantienen en casa. Sin embargo, para las personas cuidadas en centros especializados 
para la acogida de las personas dependientes, el precio se sitúa entre los 2 500 y los 
4 000 euros mensuales. El conjunto de los subsidios de protección social —la pensión 
por vejez y la prestación para la autonomía— no es suficiente en este caso y los indivi-
duos o las familias tienen que pagar el resto, lo que plantea un problema de equidad 
entre los que tienen recursos (patrimonio, planes de ahorro, seguros privados) y los 
que no pueden pagar. Una reforma de la Ley de dependencia había sido anunciada 
para el año 2011, pero el precedente gobierno no consiguió realizarla. El gobierno 
socialista en función desde el mes de Mayo de 2012 inició una nueva reflexión sobre 
el tema del envejecimiento y de la dependencia. Un proyecto de Ley sobre adaptación 
de la sociedad al envejecimiento fue elaborado y presentado ante el Parlamento en 
junio de 2014. Los debates parlamentarios empezaron en septiembre de 2014; sin 
embargo, en junio de 2015, la ley todavía no estaba votada. Esta dilación demuestra 
la dificultad en tratar el problema de la dependencia y, de manera más general, para 
modificar profundamente la protección social. 
36. Allocation Personnalisée d'Autonomie creada por la Ley 2001-247 del 20 de Julio de 2001sobre pérdida 
de autonomía de las personas mayores. 
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3. DESEMPLEO Y EXCLUSIÓN SOCIAL: LA ACTIVACIÓN DE LAS PROTECCIONES 
El sistema francés de protección está basado en una distinción entre la situación 
jurídica de los trabajadores que se han perdido el empleo y la de los individuos en 
situación de pobreza, por supuesto excluidos del mercado de trabajo. Pues se trata 
de un sistema dual. Sin embargo, las reformas del seguro social de protección por 
desempleo, por un lado, y del subsidio de lucha contra la pobreza (ingreso mínimo) 
por otro lado ambas se caracterizan por la lógica de activación que se presenta como 
una dinámica global. Con la crisis económica, se ponen de relieve el problema del 
paro de larga duración y de los medios del nuévo servicio público de empleo" para 
gestionar un paro de alto nivel. 
3.1. UN SISTEMA DUAL 
Para los trabajadores por cuenta ajena afiliados al seguro de protección por des-
empleo (obligatorio), existe un sistema contributivo de indemnización, creado por 
acuerdo colectivo nacional y administrado de forma paritaria por los propios interlo-
cutores sociales". La protección puede ser prolongada por un sistema no contributivo 
exclusivamente a favor de los desempleados que han agotado sus derechos al subsidio 
contributivo". 
Para los excluidos del mercado de trabajo sin derechos en el seguro de protección 
por desempleo, existe un subsidio no contributivo que garantiza ingresos mínimos: el 
RSA (Revenu de Solidarité Active) 
3.2. LA DINÁMICA DE ACTIVACIÓN 
Francia ha evolucionado de un sistema de «tratamiento social» hacia un sistema 
de activación de los parados40. La dinámica de activación afecta tan el sistema contri-
butivo como el sistema asistencial de lucha contra las exclusiones sociales. 
— La activación en el sistema contributivo: los deberes y el nuevo estatuto jurídico 
de los desempleados (ley del 01/08/2008). 
En virtud de la ley, el desempleado se compromete con un «proyecto personali-
zado de acceso al empleo» que determina las acciones necesarias. A partir de los 3 
37. Por efecto de una ley del 13 de Febrero de 2008, se han fusionado las previas instituciones: las ASSEDIC, 
entidades locales miembros de la UNEDIC, a cargo de pagar el subsidio por desempleo y la ANPE, Agencia 
Nacional de Empleo, institución pública cuya misión era la colocación de empleos. La nueva entidad que se 
llama «Póle Emploi» fusiona las funciones de dichas entidades y constituye el nuevo servicio público de empleo. 
38. La entidad paritaria que administra el sistema contributivo creado por acuerdo colectivo (en 1958) se 
llama UNEDIC. 
39. Este subsidio no contributivo, financiado por los impuestos a nivel estatal, se llama Allocation de solida-
rité spécifique. Solo se benefician de dicho subsidio los desempleados con bajos ingresos que justifican haber 
trabajado por cuenta ajena durante 5 años en los 10 años antes de la terminación del contrato de trabajo que 
dio lugar a la indemnización por el sistema contributivo. 
40. B. PALIER, op. cit. p. 216. 
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meses, tiene que acudir a una entrevista mensual personalizada (se definen nuevas 
acciones). Además, el desempleado tiene que aceptar las ofertas de empleo razo-
nables, lo que implica la supresión del subsidio si rechaza 2 ofertas razonables. El 
carácter razonable se determina en relación con la duración del desempleo (tras 1 
año de desempleo, tiene que aceptar todo empleo compatible con sus cualificaciones 
profesionales, remunerado por lo menos a nivel del subsidio por desempleo y ubicado 
dentro de una área geográfica de 30 km). 
La activación en el sistema asistencial: El RSA/Ingreso mínimo de «solidaridad 
activa» (ley del 01/12/2008). 
Se sustituye al RMI (Revenu Minimum d'lnsertion) creado en 1988. Constituye 
básicamente una herramienta de lucha contra la pobreza, vinculado con acciones de 
reinserción social a favor de los beneficiarios. A diferencia del RMI, el nuevo dispositivo 
contempla la posibilidad de cumular sueldos (de bajo nivel) y el subsidio asistencial 
(con carácter diferencial): el subsidio mínimo se combina con el 62% de los ingresos 
derivados de las actividades profesionales. Así pues el RSA se presenta como una 
posible medida de fomento del empleo y de inserción profesional, más bien que una 
medida clásica de inserción social'". 
3.3. LOS EFECTOS DE LA CRISIS Y LOS RETOS DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN POR 
DESEMPLEO 
Dos efectos mayores pueden imputarse a la crisis actual: un efecto financiero, 
en lo que la alza del paro (el 10% de la población activa) implica una alza de las 
prestaciones que pagar cuando disminuyen los ingresos (cotizaciones) del sistema 
contributivo; un efecto económico y social con el alza del paro de larga duración y 
las respectivas dificultades para los desempleados. 
En 2014, el déficit del seguro paritario (UNEDIC) era de 4 mil millones (nivel del 
año 2004). El déficit cumulado alcanza los 15,3 mil millones. Jurídicamente, la UNEDIC 
es una institución privada que teóricamente podría estar en quiebra. Sin embargo, 
está a cargo de una misión de interés general, y es porque la deuda está garantizada 
por el Estado (con efectos sobre la deuda pública)42 . 
Con la crisis, el paro de larga duración ha crecido más que la cifra global del paro. 
Entre 2007 y 2011, el número de parados aumentó del 18% cuando el número de 
parados de larga duración aumentó del 23%. A finales de 2011, 41% de los para-
dos se encontraban sin indemnización, lo que plantea obviamente un problema de 
cobertura del sistema contributivo. 
41. Sin embargo, la finalidad de inserción social no ha desaparecido: los beneficiarios del RSA que solo 
perciben el subsidio «básico» y no tienen ninguna actividad profesional firman un contrato de inserción con la 
entidad pública a cargo de pagar el subsidio (el Conseil General). 
42. La UNEDIC y otras empresas públicas francesas acaban se perdieron la triple A de Standard and Poor's 
en 2012. 
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El alza del paro pone también de relieve los medios insuficientes a disposición 
del Servicio Público de Empleo: En 2008, había 1 agente del SPE para gestionar a 
85 demandantes de empleo; en 2011: 1 agente del SPE para 115 demandantes de 
empleo. Durante el período, no creció el personal del SPE francés (una disminución 
de 1800 puestos en 2011), cuando en el Reino Unido, los Job Centers contrataron a 
unos 16 000 agentes. Esto afecta directamente la eficacia de la política de activación. 
Sin Embargo, en 2013, se contrataron 2000 agentes suplementarios en Póle Emploi 
y el Gobierno francés aumentó la dotación financiera del SPE nacional. 
3.4. UNAS PERSPECTIVAS DOCTRINALES PARA LA ADAPTACIÓN DEL SISTEMA 
En Francia, el tema de la evolución del sistema contributivo de protección por des-
empleo se plantea de manera autónoma y bastante discreta en el seno de la UNEDIC, 
entre los interlocutores sociales que administran esta entidad paritaria. Sin embargo, 
en 2014, el gobierno puso la presión, afirmando públicamente que el Estado pudiera 
tomar las riendas si no ocurre nada y si los bloqueos siguen presentes entre los inter-
locutores sociales. El gobierno francés quiere claramente reducir el déficit del seguro, 
lo que puede implicar una reducción de la protección. 
Por otro lado, se diseñan unas perspectivas doctrinales para una reforma que 
adaptaría el sistema a las condiciones actuales del mercado de trabajo, especialmente 
respecto a la cobertura del riesgo de «subempleo», a la necesidad de mantener la 
«empleabilidad» de los desempleados y, finalmente, de ayudar el país á salvaguardar 
su potencial humano'". 
Las perspectivas serían: 
- 
Hacer el sistema más adecuado a la realidad del mercado de trabajo caracteri-
zado por la precariedad del empleo y el paro de larga duración44. Por ejemplo, 
se podría tratar de proveer subsidios del sistema contributivo a las personas 
apuntadas al SPE y que ejercen actividades de muy pequeña importancia (900 
000 personas no indemnizadas); 
- 
Mantener la empleabilidad de los parados, lo que implica unos medios más 
importantes para la formación ocupacional y para el acompañamiento de los 
desempleados. Podría generalizarse el dispositivo experimental de los contra-
tos de «transición profesional» celebrados con el servicio público de empleo 
en determinadas áreas geográficas45; 
43. Cf. P. BOULTE et i.-B. DE FOUCAUD, «Elargir et aménager l'assurance-chómage. Une réforme juste au service 
de la dynamique de l'emploi», Droit Social, fév. 2011, p. 123-127. 
44. En 2010, 330 000 parados estaban sin empleo desde más de 3 años. A finales de 2013, se contabilizaban 
1,5 millón de parados desde más de 12 meses. 
45. Los contratos de «transición profesional» fueron creados en 2006 y el dispositivo fue concebido como 
experimental (se terminó teóricamente en Agosto de 2012). Los beneficiarios son los trabajadores afectados 
por un despido colectivo en una empresa que emplea menos de 1000 trabajadores y que eligen esta forma de 
reinserción. Durante 12 meses, el trabajador despedido tiene derecho a un acompañamiento reforzado por el 
SPE y a un subsidio especial del 80% de su salario bruto. Si a finales de este periodo, no se ha reintegrado al 
mercado de trabajo, tiene derecho al subsidio por desempleo «común». Esta medida ha sido valorada como 
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Ampliar la cobertura: podrían incorporarse al sistema de protección por des-
empleo los funcionarios públicos, los trabajadores autónomos o indepen-
dientes (lo que implicaría un cambio en el sistema de gobierno del régimen 
paritario actual); 
Buscar nuevos recursos y nuevas formas de financiación (cotizaciones de los 
empleados y empresarios públicos, contribución de los ingresos de capital, 
etc.). 
4. UNA REFLEXIÓN GENERAL SOBRE EL TEMA DE LA FINANCIACIÓN 
4.1. LAS DEBILIDADES DEL SISTEMA 
La debilidad de un sistema socio profesional de seguridad social, principalmente 
financiado por las cotizaciones sociales como el sistema francés, proviene de las 
relaciones complicadas con el mercado de trabajo: un fuerte desempleo implica di-
rectamente una baja de ingresos para la financiación de las prestaciones. En este 
sistema, son los activos quienes financian la protección social de los inactivos. Pues, 
en casos de déficit, la solución «natural» yace en el aumento de las cotizaciones 
sociales, incluso las pagadas por los empresarios, pero eso afecta el costo del trabajo 
y la competitividad de las empresas. El tema es económico. Pero es también político 
y jurídico en el sentido que el debate, desde unos años, tiende a focalizarse en las 
fronteras entre la esfera del seguro y la esfera de la solidaridad nacional. En otros 
términos, se trata de separar de manera más clara los riesgos sociales que dependen 
de los sistemas (seguros) contributivos —que se hacen más contributivos (por aumento 
de las cotizaciones de los trabajadores)— y las situaciones de necesidad que implican 
la intervención de la dicha solidaridad nacional, con prestaciones no contributivas 
financiadas por los impuestos. 
La consecuencia es una dualización de la protección social: unos sectores como 
las pensiones y el desempleo se mantienen fundamentalmente en la esfera contri-
butiva (aunque integran marginalmente unas prestaciones no contributivas); pero 
otros sectores como la salud o las prestaciones familiares tienden a relevarse más de 
la lógica no contributiva y de la financiación por los impuestos. En efecto, se puede 
observar como los distintos sectores de la protección social francesa evolucionan de 
manera separada46. 
4.2. ALGUNAS PISTAS DE REFLEXIÓN 
Desde años está en debate el tema de la fiscalización de la seguridad social fran-
cesa. En realidad, no se trata de fiscalizar totalmente el sistema y cambiar fundamen- 
bastante eficaz en lo que el 70% de los beneficiarios se han reintegrado al mercado del trabajo. La ley del 28 
de Julio de 2011 cambia la terminología pero prorroga el dispositivo hoy llamado «contrato de seguridad pro-
fesional» hasta el 31 de diciembre de 2015. 
46. B. PALIER, op. cit. p. 273. 
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talmente de modelo.", sino de introducir de manera más directa y clara impuestos que 
financian la seguridad social. A nivel doctrinal, unos autores siguen defendiendo el 
paradigma del «sobre salario» o del salario indirecto, es decir la idea que la cotización 
social no es una carga económica sino una parte del salario socializada, lo que implica 
que la cobertura de los riesgos sociales se diseñe dentro de la relación laboral'". Sin 
embargo, en el debate público, la fiscalización parece hoy aceptada por la mayoría 
de los actores. Se admite más o menos la necesidad de consolidar el presupuesto de 
la seguridad social con ingresos fiscales y el debate se desplaza hacia el terreno del 
tipo de impuestos que movilizar. 
Por un lado, se propone introducir un «IVA social». La medida fue votada en 
marzo de 2012 en la urgencia de la campaña presidencial. Se trató de aumentar el 
IVA de un 1,6 punto (del 19,6% al 21,2%) con una rebaja de las cotizaciones em-
presariales a la CNAF (prestaciones familiares) a nivel global de 13,2 mil millones de 
euros. Sin embargo, tras la elección presidencial, el nuevo Parlamento abrogó esta 
medida en julio de 2012. Por otro lado, se diseña una medida alternativa: un alza 
de la CSG (Contribution sociale généralisée) que es un «impuesto social», creado en 
1991, sobre las rentas, las prestaciones de SS contributivas, los ingresos de capital o 
de patrimonio, exclusivamente afectado a la financiación de la Seguridad social y que 
representa hoy el 18% de la financiación. Esta solución parece más en conformidad 
con la evolución general del sistema francés. 
En 2013, se abrió el debate sobre una reforma de la financiación de la protección 
social. Unas perspectivas fueron diseñadas por una entidad consultativa, el «Haut 
Conseil du Financement de la Protection Sociale», pero hasta hoy, no dieron lugar 
a ninguna medida concreta. La verdad es que la fiscalización de la seguridad social 
puede interpretarse como la transformación del modelo social francés según el pre-
cepto neoliberal. Se puede temer, en efecto, que los derechos sociales exclusivamente 
financiados por los impuestos se hagan más escasos y tiendan a proveer un nivel 
mínimo de protección social, sobre todo en un contexto de presión fuerte de los mer-
cados financieros sobre las finanzas públicas. Existen sin embargo en Europa modelos 
sociales (en los países escandinavos) ampliamente financiados por los impuestos y 
con alto nivel de protección social. Un elemento clave yace en la participación de los 
interlocutores sociales en la decisión política en materia económica y social. Si Francia 
quiere reformar su modelo de protección social, habrá que inventar y conseguir otra 
forma de regulación, lo que implica nuevos equilibrios entre el Estado y los diferentes 
interlocutores sociales. 
47. Hay que observar que los sistemas constituidos a partir del modelo «Beveridge », principalmente finan-
ciados por los impuestos, integran también dispositivos de seguros sociales financiados por cotizaciones sociales 
(las pensiones públicas por vejez, la protección por desempleo en el Reino Unido). Beverige, en su tiempo, no 
rechazó el concepto de cotizaciones ni de contributividad. El escribió «Benefits in return for contributions, rather 
than free allowances from the State, is what the people of Britain desires», William Beveridge Social Insurance 
and Allied Services (1942) 
48. Entre otros, B. FRI0T, Puissances du salariat. Emploi et protection sociale é la frarnaise, La Dispute, Paris, 1998. 
199 
